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ASISTENCIA A MUNICIPIOS Y FORMACIÓN


Núm. R. E. L. 0245000


El Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de… solicita, mediante escrito de fecha 28 de mayo pasado y registro de entrada en Diputación el día 2 del presente mes de junio, la emisión de un Informe por parte de este Departamento de Asistencia a Municipios y Formación, en relación con la actuación llevada a cabo por un vecino de la localidad en una parcela de su propiedad, consistente en el vallado y apertura de una puerta de acceso directo a ella desde una finca propiedad del propio Ayuntamiento, así como, sobre la petición realizada, a su vez, por la propietaria de otra finca urbana para que se demuela la mencionada valla, por no ajustarse ésta al ordenamiento jurídico vigente, toda vez que, no sólo cierra el paso a otras fincas urbanas, sino que, además, invade terrenos destinados a la construcción de un vial por la normativa urbanística actualmente vigente en la localidad.
Es precisamente a raíz del referido escrito que solicita la demolición del vallado, que la primera autoridad municipal ha adoptado el acuerdo de incoación de un expediente para la restauración de la legalidad urbanística, de cuya tramitación nos da cuenta mediante la remisión de una copia de los documentos que lo integran, así como, de la reunión mantenida con los propietarios de las fincas urbanas afectadas y del resultado insatisfactorio de la misma.

 Con tales antecedentes, una vez leída la documentación remitida y consultada la legislación que hemos considerado de aplicación al caso, y que después se dirá, se procede a emitir el siguiente, 

INFORME

PRIMERO

Con carácter previo, y de acuerdo con el relato de los hechos efectuado por la Alcaldía, conviene anticipar que las cuestiones que vamos a abordar en el presente Informe serán agrupadas, según sus respectivas finalidades y el objeto temático de las mismas, en dos apartados diferentes, con la finalidad de estudiarlos desde los respectivos bloques de legalidad – ordenamiento privado y urbanístico –, que hemos considerado de aplicación al caso, y facilitar de esta forma una mejor explicación y comprensión de las medidas legales finalmente propuestas, según los respectivos ordenamientos jurídicos citados. 
En este sentido, el primer apartado objeto de nuestro estudio estaría constituido por el análisis y evaluación de la influencia que, desde la óptica del ordenamiento jurídico privado, podría tener sobre el contenido del derecho de propiedad de un bien municipal – de naturaleza patrimonial – la apertura de un acceso en la finca vallada, con entrada directa desde la finca propiedad del Ayuntamiento, así como, los instrumentos jurídicos de reacción ejercitables por el Ayuntamiento en defensa de su derecho de propiedad y en interés del resto de la comunidad municipal.

 El segundo apartado, por el contrario, estaría dedicado al análisis del supuesto quebrantamiento de la legalidad urbanística, producido, al parecer, como consecuencia de la ejecución del citado vallado, sin solicitar ni, por tanto, obtener la previa y preceptiva licencia de obras, así como, a la valoración de las consecuencias derivadas de la ocupación de un terreno destinado, en principio, a la apertura de una calle, según el contenido del único instrumento de planeamiento municipal vigente en el municipio actualmente, consistente en un Proyecto de Delimitación de Suelo Urbano.

SEGUNDO
Empezando, por tanto, por la primera de las cuestiones enunciadas, es decir, la relativa a la apertura de una entrada directa desde la finca propiedad del Ayuntamiento, calificada en el Inventario Municipal de Bienes como un bien patrimonial, cabe recordar, en primer lugar, que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 80.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (en adelante, LRBRL): “Los bienes patrimoniales [pertenecientes al patrimonio de las Entidades locales] se rigen por su legislación específica y, en su defecto, por las normas de Derecho privado”; del mismo modo, es conveniente recordar ya de entrada que, conforme a lo dispuesto en el artículo 9 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales (en adelante, RBEL), aprobado por Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, “Las Entidades locales tienen la obligación de ejercer las acciones necesarias para la defensa de sus bienes y derechos”; o, como dice la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas (en adelante, LPAP), en su artículo 28 – de aplicación a la Administración local, debido a su carácter básico –, “Las Administraciones están obligadas a proteger y defender su patrimonio”
A este respecto, en línea con lo dispuesto en los últimos preceptos citados, conviene también señalar que la primera obligación que tanto el RBEL, en su artículo 17.1, como la LPAP, en su artículo 32.1, imponen a las Corporaciones locales es la de formar un Inventario de todos sus bienes y derechos. En dicho Inventario, según el artículo 20 del RBEL, deberán figurar, entre otros, y por lo que a sus bienes inmuebles se refiere, los datos correspondientes a su naturaleza, linderos, superficie y derechos reales que los graven, además de, en el caso de los urbanos, la indicación del lugar, vía pública a la que dieren frente y número que en ella les correspondiera.

Pues bien, teniendo en cuenta que la finca propiedad del Ayuntamiento se encuentra situada en una zona urbana, cuya falta de ordenación y desarrollo urbanístico  es evidente, la información facilitada por el Inventario municipal resulta extremadamente relevante para poder determinar de inicio la legalidad o no de la actuación llevada a cabo por el titular de la finca colindante, contemplada ésta desde la perspectiva del ordenamiento jurídico privado, y consistente en la instalación de una puerta de acceso directo a su propiedad desde la finca propiedad del municipio, constituyendo de esta forma y a su favor, por la vía de hecho, una servidumbre
 aparente de paso, para la que, en principio, no contaría con la preceptiva autorización o permiso del Ayuntamiento, ni habría satisfecho la indemnización de que habla el artículo 564
 del Código Civil. Por eso, antes de iniciar ninguna actuación en este ámbito, lo primero que deberá hacerse por parte del Ayuntamiento es consultar el referido Inventario y comprobar el estado actual de la referida finca municipal.

Si la finca en cuestión apareciera correctamente inventariada y los datos relativos a localización, superficie y linderos figuraran convenientemente actualizados, el Ayuntamiento, en virtud de la potestad de recuperación de oficio que la LRBRL le reconoce y atribuye en su artículo 82, al tratarse de un bien de naturaleza patrimonial, podría por sí mismo recuperar la plena posesión de la finca, siempre que no hubiera transcurrido un año. Plazo que, según el artículo 70
 del RBEL, empezaría a contarse a partir del día siguiente de la fecha en que se hubiera producido la usurpación, quedando obligado el Ayuntamiento, una vez concluido aquél, a ejercitar la correspondiente acción civil ante los Tribunales ordinarios de justicia. 
En caso contrario, es decir, en el supuesto de que la finca en cuestión no aparezca inventariada correctamente – en cuyo caso, muy probablemente tampoco se encuentre registrada de forma precisa –, lo procedente sería, a nuestro juicio, iniciar el preceptivo expediente, conforme a lo dispuesto en el citado RBEL, para su incorporación al Inventario y su posterior inscripción en el Registro de la Propiedad. Y ello, previo ejercicio de la potestad de investigación, si fuere necesaria, con el fin de determinar la verdadera situación y titularidad de la finca, conforme a lo dispuesto en los artículos 45 a 55 del RBEL.
En caso de ser necesario, el Ayuntamiento, siempre que los límites entre la finca municipal y la del propietario colindante fueran imprecisos o, de alguna manera, existieran indicios de usurpación, podría también promover y ejecutar por sí mismo la acción de deslinde, en los términos y condiciones recogidas en los artículos 56 a 68 del RBEL. Y ello, sin perjuicio del derecho del dueño de la finca colindante a reclamar también su deslinde.

En todo caso, el procedimiento para la plena recuperación en vía administrativa de la posesión de los bienes de propiedad municipal, iniciado a través de cualquiera de las formas previstas en el citado artículo 46
 del RBEL, requerirá, conforme a lo dispuesto en el artículo 71 del citado texto reglamentario, acuerdo previo de la Corporación, al que se acompañarán los documentos acreditativos de la posesión, salvo en aquellos casos – como parece ser el que es objeto del presente Informe – en que se trate de repeler usurpaciones recientes. Por otra parte, dicho privilegio podrá hacerse valer por el Ayuntamiento mediante la utilización de cualquiera de los medios compulsivos legalmente admitidos
, sin perjuicio de poner en conocimiento de la autoridad judicial los hechos usurpatorios que tengan apariencia de delito.
Finalmente, conviene también señalar los requisitos y limitaciones que, en orden a su disposición, gravamen o cesión gratuita, acompañan siempre a los bienes municipales de naturaleza patrimonial, conforme a lo dispuesto en el artículo 109 y siguientes del RBEL.    

TERCERO
Ahora bien, siendo importante lo que en relación con la protección y defensa del patrimonio municipal acabamos de exponer al contemplar dicha actividad desde la óptica del ordenamiento jurídico privado, más importante aún y, desde luego, más eficaces serán, dadas las circunstancias concurrentes en el presente caso, los mecanismos de actuación puestos a disposición del Ayuntamiento por la normativa urbanística en su conjunto con vistas a corregir la situación creada.

A este respecto, no podemos comenzar sin dejar de señalar que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2 del Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística (en adelante, TRLOTAU), aprobado mediante Decreto Legislativo 1/2004, de 28 de diciembre – vigente en la actualidad hasta la entrada en vigor del nuevo Texto Refundido, aprobado mediante Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo –, la actividad administrativa de ordenación de la ocupación, transformación, uso y aprovechamiento del suelo es una función pública, cuyo ejercicio comprende tanto la delimitación del contenido del derecho de propiedad del suelo, como el control posterior de las referidas operaciones de ocupación, utilización y transformación. En este sentido, como dice el precepto citado, la función pública de ordenación urbanística – que es como se denomina en el citado texto legal – supone la atribución a la Administración en cada caso competente – en este caso, el Ayuntamiento de… – de las potestades necesarias para su completo y eficaz desarrollo.

Reconocimiento y atribución de potestades que, conforme a lo dispuesto en el artículo 154 del TRLOTAU, corresponden tanto a la Junta de Comunidades como a los municipios, responsables por igual de hacer cumplir las disposiciones de la Ley y de las normas y demás instrumentos que la complementan o desarrollan, cuya exigencia, según el citado precepto legal, se convierte en un deber inexcusable para ambas Administraciones. No obstante lo anterior, en el caso de municipios que no cuenten con Plan de Ordenación Municipal, el artículo 155.4 del TRLOTAU permite a éstos delegar el ejercicio de las competencias de que venimos hablando en la Consejería competente en materia de ordenación territorial y urbanística.

Pues bien, situado el contexto legal y conocido el ámbito competencial de la Administración municipal, lo primero que llama la atención en el supuesto de hecho sometido a nuestra consideración, es la realización de un acto de transformación del suelo – vallado de una finca – sin previamente haberse sometido su titular al régimen de control de las actividades y actos regulados por la ordenación territorial y urbanística, establecido, con carácter general, en el artículo 156.1 del TRLOTAU, y, con carácter más específico, en el artículo 165.1, letra l)
, del TRLOTAU, en virtud del cual, antes de proceder a la realización de cualesquiera actos de construcción, edificación y usos del suelo, los interesados deberán solicitar y obtener la preceptiva licencia urbanística.

Así pues, una vez constatada la existencia del vallado de la finca sin la preceptiva licencia urbanística, cuya omisión convierte automáticamente la actividad del particular en una actuación clandestina, el Ayuntamiento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 178.2 del TRLOTAU, deberá proceder a notificar dicha circunstancia a quien figure como propietario del inmueble en el catastro, emplazándole para que en el plazo de dos meses presente un proyecto de legalización de la referida actuación – siempre que ésta fuera legalizable –, a cuyo efecto, deberá darle traslado de la información urbanística que deba tener en cuenta para la elaboración del proyecto. Por lo demás, el citado precepto legal, además de la referencia a la emisión de una resolución ordenando la suspensión de las obras, para el caso de que éstas se encuentren en curso de realización – circunstancia que creemos no se da en el presente caso –, contempla también los documentos a presentar con el proyecto de legalización, así como, el resto de trámites a realizar, medidas cautelares y decisiones a adoptar por el Ayuntamiento, en función del resultado final de su actividad de control.

Por último, cabe destacar que, de acuerdo con lo establecido en el precepto citado en el párrafo anterior, la legalización en ningún caso extingue la responsabilidad del propietario y de otros posibles participantes en la operación clandestina de vallado de la finca, pudiendo exigírseles a todos ellos las indemnizaciones que procedan, derivadas de la realización de la actividad clandestina y su legalización, a través de la misma resolución que ponga fin al procedimiento de legalización. En la resolución del expediente de legalización, en su caso, deberán determinarse también, conforme a lo dispuesto en el artículo 182 del TRLOTAU, las operaciones necesarias de restauración de la legalidad urbanística, al tiempo que se señalan los plazos estimados para su realización, corriendo de cuenta del propietario del terreno el coste de las operaciones de restauración, cuya ejecución podrá ordenar el Ayuntamiento, conforme a lo previsto en el artículo 176
 del TRLOTAU para las órdenes de ejecución.
CUARTO
Una vez sometida la actividad desarrollada por el titular de la finca vallada al oportuno estudio de contraste con la legalidad urbanística que resulta de aplicación al caso, y, tras haber concluido que se trata de una actividad clandestina, sujeta, por tanto, al preceptivo procedimiento de legalización, nos corresponde ahora tratar de dilucidar si en tal caso es posible legalizar la actuación desarrollada por el propietario o, por el contrario, considerando que, según la información facilitada por el propio Ayuntamiento, está prevista la ejecución de una calle pública, conforme a la normativa urbanística vigente en la localidad, sobre una franja de terreno que afectaría a una parte de la finca delimitada y aislada por la valla, la legalización del vallado en sus límites actuales en ningún caso sería susceptible de legalización por la circunstancia apuntada. A este respecto, cabe señalar que la referencia a la normativa urbanística vigente en la localidad lo es a un Proyecto de Delimitación de Suelo Urbano que desde hace años viene rigiendo la actividad urbanística en el municipio.

Pues bien, lo primero que hay que decir es que el citado Proyecto de Delimitación de Suelo Urbano no es otra cosa que un instrumento urbanístico – olvidado por nuestra actual legislación urbanística – cuya única finalidad inicial, conforme a lo dispuesto en el artículo 81.2 del Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (en adelante, TRLS76), era, como su propio nombre indica, la de delimitar el suelo urbano del suelo no urbanizable en aquellos municipios que entonces carecían del correspondiente instrumento de planeamiento general. Posteriormente, el Reglamento de Planeamiento Urbanístico, dictado en desarrollo del citado texto legal y aprobado por Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, incluiría, en su artículo 3, los aludidos Proyectos entre los de planeamiento, pudiendo ir acompañados, en su caso, de las correspondientes Ordenanzas de Edificación y Uso del Suelo. 
La elección de dicho instrumento de planeamiento venía determinada en el citado precepto reglamentario, en función de la complejidad de los problemas planteados a los municipios por el propio desarrollo urbanístico y por su propia capacidad de gestión y programación, optando la norma por asignar el instrumento en cuestión a los municipios de menor capacidad de gestión y escaso nivel de desarrollo urbanístico. Por lo demás, el citado Reglamento de Planeamiento, al regular en sus artículos 101 a 103 la citada figura, menciona la posibilidad de que acojan entre su contenido las determinaciones correspondientes a las alineaciones del sistema viario, pudiendo también completar las insuficiencias del citado sistema con las que fueren procedentes, cuyo reajuste y adaptación, en su caso, podrá hacerse, incluso, a través de la figura del Estudio de Detalle, si bien éste deberá respetar, en todo caso, las condiciones que el instrumento de ordenación hubiera fijado previamente.
A pesar de la documentación remitida por el Ayuntamiento, entre la cual se encuentra la copia de un plano en el que mediante un trazo grueso y negro se superponen los ejes viarios en suelo urbano, desconocemos el contenido en detalle del referido eje viario, así como, cualquier otra referencia que sobre las posibles alineaciones y rasantes pudiera contener el Proyecto de Delimitación vigente en el municipio. Razón por la cual no podemos pronunciarnos sobre la capacidad del citado instrumento de planeamiento para determinar el trazado de la calle, con sus alineaciones y rasantes, y producir los efectos derivados de la aprobación y vigencia de los instrumentos de ordenación urbanística, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 42.1
 del TRLOTAU, entre los que cabe destacar la vinculación de los terrenos al destino resultante de su clasificación y calificación y al régimen urbanístico que en cada caso les resulte de aplicación.
En cuanto a su vigencia, dado el tiempo transcurrido desde su aprobación y la entrada en vigor de una legislación urbanística diferente, que sólo menciona los citados Proyectos de Delimitación de Suelo Urbano en sus normas transitorias, consideramos que su contenido debe estimarse, en principio, y salvo actuaciones puntuales para cuya ejecución resulte exigible otro instrumento de planeamiento, plenamente vigente, en base al contenido de la Disposición Transitoria Primera del TRLOTAU.

La citada Disposición Transitoria, al referirse al régimen urbanístico del suelo ya clasificado como urbano en Planes vigentes en el momento de entrada en vigor del TRLOTAU, que, a su vez, esté situado en municipios que dispongan, bien de Normas Subsidiarias que no prevean suelo apto para urbanizar, o bien de Proyectos de Delimitación de Suelo Urbano, y dependiendo de que los terrenos así clasificados se encuentren o no incluidos en unidades de actuación, prevé para ellos, según lo dispuesto en su número 1, 1.3, letra c)
, bien la aplicación del régimen previsto, a su vez, para el suelo urbano de reserva – apartado 2º – establecido en el apartado 2.2 del número 2 del artículo 69, bien el previsto para el suelo urbano consolidado – apartado 1º –, a que se refiere el apartado 2.1 del citado número 2 del artículo 69. Este indudable galimatías originado por el reenvío a concretos regímenes urbanísticos previstos para distintas categorías de suelo urbano, establecidas, a su vez, en función de diferentes instrumentos de planeamiento, cabría interpretarlo, por lo que al supuesto de hecho objeto de estudio se refiere, en el sentido de considerar aplicable el régimen de obras públicas ordinarias, previsto en el artículo 129
 del TRLOTAU, para un eventual proceso de apertura y urbanización de la calle pública trazada sobre plano, siempre que, como apuntábamos más arriba, el citado Proyecto de Delimitación que prevé su trazado y apertura contenga las determinaciones de ordenación necesarias para su ejecución, y se proceda, con carácter previo, a la delimitación de la correspondiente unidad o ámbito de actuación, en los términos y condiciones previstas en el artículo 114
 del TRLOTAU.

Así pues, sin perjuicio del resultado final, en lo que al trazado de la calle y sus elementos definitorios se refiere, al que pudieran llegar los técnicos municipales tras el estudio y análisis del contenido real del Proyecto de Delimitación vigente en el municipio, con vistas a tratar de confirmar la suficiencia o no de las determinaciones de ordenación contenidas en el citado instrumento de planeamiento, como conclusión final de cuanto hasta aquí hemos dicho, cabe afirmar, sin ningún género de duda, la competencia del Ayuntamiento para imponer por sí mismo, sin necesidad de acudir a los tribunales ordinarios de justicia, las medidas necesarias tendentes a conseguir el respeto y protección de sus bienes patrimoniales, así como, el cumplimiento de la propia legalidad urbanística, a través de la aplicación de los mecanismos y procedimiento de legalización vistos con anterioridad. 
Por otra parte, contemplada la cuestión desde el punto de vista de los deberes y obligaciones legales puestas a cargo de las instituciones, no queremos terminar el presente Informe sin recordar al Ayuntamiento la obligación que como Administración Pública y garante de la legalidad tiene en orden a tratar de conseguir la satisfacción, no sólo de los intereses municipales legalmente reconocidos, sino también del resto de los legítimos intereses particulares  ostentados por los vecinos de la localidad, procurando en la medida de lo posible la convivencia y armonía entre estos últimos, a partir de la exigencia del cumplimiento de la legalidad urbanística en su conjunto.      
 Es cuanto tengo el deber de informar, advirtiendo expresamente que las opiniones jurídicas recogidas en el presente Informe no pretenden, en modo alguno, sustituir o suplir el contenido de aquellos otros Informes que se hayan podido solicitar o que preceptivamente se deban emitir para la válida adopción de acuerdos. Motivo por el cual las aludidas opiniones se someten a cualquier otra mejor fundada en Derecho.

                                      Toledo, 21 de Junio de 2010.

� El artículo 530 de nuestro Código Civil define las servidumbres como “un gravamen impuesto sobre un inmueble en beneficio de otro perteneciente a distinto dueño”


� Artículo 564. El propietario de una finca o heredad, enclavada entre otras ajenas y sin salida a camino público, tiene derecho a exigir paso por las heredades vecinas, previa la correspondiente indemnización.


Si esta servidumbre se constituye de manera que pueda ser continuo su uso para todas las necesidades del predio dominante estableciendo una vía permanente, la indemnización consistirá en el valor del terreno que se ocupe y en el importe de los perjuicios que se causen en el predio sirviente.


Cuando se limite al paso necesario para el cultivo de la finca enclavada entre otras y para la extracción de sus cosechas a través del predio sirviente sin vía permanente, la indemnización consistirá en el abono del perjuicio que ocasione este gravamen.





� Artículo 70. 1. Las Corporaciones locales podrán recobrar por sí la tenencia de sus bienes de dominio público en cualquier tiempo.


2. Cuando se tratare de bienes patrimoniales, el plazo para recobrarlos será de un año, a contar del día siguiente de la fecha en que se hubiera producido la usurpación, y transcurrido ese tiempo procederá la acción correspondiente ante los Tribunales ordinarios.


3. No se admiten interdictos contra las actuaciones de los agentes de la autoridad en esta materia.





� Artículo 46. El ejercicio de la acción investigadora podrá acordarse:


1.º De oficio, por la propia Corporación, a iniciativa, en su caso, de cualquier otra Administración que, en virtud de los deberes de información mutua y colaboración, ponga en su conocimiento los hechos, actos o circunstancias que sirvan de base al ejercicio de dicha acción. 


2.º Por denuncia de los particulares.


� Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.


Artículo 96. Medios de ejecución forzosa.


1. La ejecución forzosa por las Administraciones Públicas se efectuará, respetando siempre el principio de proporcionalidad, por los siguientes medios:


a) Apremio sobre el patrimonio.


b) Ejecución subsidiaria.


c) Multa coercitiva.


d) Compulsión sobre las personas.


2. Si fueran varios los medios de ejecución admisibles se elegirá el menos restrictivo de la libertad individual.


3. Si fuese necesario entrar en el domicilio del afectado, las Administraciones Públicas deberán obtener el consentimiento del mismo o, en su defecto, la oportuna autorización judicial.





� Artículo 165. Los actos sujetos a licencia urbanística.


1.  Están sujetos a la obtención de licencia urbanística, sin perjuicio de las demás autorizaciones que sean proce�dentes con arreglo a la legislación sec�torial aplicable, los siguientes actos de construcción y edificación y de uso del suelo y, en particular:


………………………………………………


l) El cerramiento de fincas, muros y vallados.





� Articulo 176. El concepto y régimen de la orden de ejecución


1.  La Administración urbanística podrá dictar órdenes de ejecución de activi�dades reguladas por la ordenación territorial y urbanística con el fin de preservar las disposiciones, principios y valores contenidos en dicha ordena�ción.


2.  Las órdenes de ejecución tienen carácter ejecutivo. La Administración podrá suplir la actividad del destinata�rio mediante los medios de ejecución forzosa previstos en la legislación de Régimen Jurídico de las Administracio�nes Públicas y el Procedimiento Admi�nistrativo Común.


3.  La Administración urbanística podrá dictar órdenes de ejecución en los siguientes supuestos:


………………………………………….. 


b) Para la restauración o minoración del impacto de actividades no previs�tas o contrarias al orden de valores, a los principios y disposiciones conteni�das en la presente Ley o a la normati�va que la desarrolla o complementa.


4. Las órdenes de ejecución implicarán operaciones de reparación, demolición o de medidas de corrección del impac�to que se juzguen imprescindibles para la preservación de los valores, los prin�cipios y disposiciones contenidas en la presente Ley o la normativa que la desarrolla o complementa.


5. La Administración, apreciada la con�currencia de alguno de los supuestos previstos en el número 3 anterior, comunicará al particular la orden de ejecución  que deberá  reunir los siguientes requisitos:


a)  Identificación del motivo o motivos que justifican la adopción de la orden de ejecución.


b) Relación de actividades que se inte�gran en la orden de ejecución.


c) Plazo para su ejecución y adverten�cia de la posibilidad de la utilización de los medios de ejecución forzosa antes indicados.


d)  En su caso, invitación a formular el correspondiente proyecto técnico cuando éste sea necesario para la rea�lización de las indicadas operaciones.


El particular recibida la comunicación tendrá un plazo de quince días para la formulación de las alegaciones y apor�tación de documentos y, en su caso, del proyecto técnico. Reglamentaria�mente se podrá prever un plazo supe�rior al indicado en el presente aparta�do.


Simultáneamente a este trámite se dará información a las Administracio�nes afectadas bien por las actividades que motivaron la adopción de la orden de ejecución, bien por la ejecución de la misma.


A la vista de las alegaciones e infor�mes que se aporten al procedimiento la Administración resolverá el conteni�do y condiciones de la orden de ejecu�ción.


6. En la determinación de las operacio�nes constitutivas de la orden de ejecu�ción se contemplarán los principios de igualdad, proporcionalidad, congruen�cia con los fines, principios y valores consagrados en la presente Ley y la menor restricción a la esfera de los particulares, y los demás intereses generales que pudieran verse afecta�dos por los motivos que justificaron la adopción de esta medida, o por las consecuencias de su ejecución.


7.  La orden de ejecución legitima res�pecto del ordenamiento territorial y urbanístico las operaciones que en ella se contemplan.


8.  El destinatario de la orden de ejecu�ción deberá abonar los gastos de ela�boración de proyecto, las tasas que sean legalmente exigibles por su trami�tación, y las operaciones de ejecución material de la orden. La Administración podrá recaudar las anteriores cantida�des por los procedimientos de ejecu�ción previstos en la legislación general del Estado.


9.  La Administración Pública podrá acordar de plano las medidas necesa�rias para salvaguardar la integridad física de las personas o sus bienes, así como los principios y valores pro�clamados en la presente Ley respecto de los riesgos inminentes derivados del estado de obras, construcciones, instalaciones o terrenos. Las anterio�res actuaciones se realizarán por la propia Administración que los acuer�den la cual podrá recabar, si ello fuera posible, la colaboración de los titulares de los terrenos, instalaciones, edifica�ciones o construcciones. Adoptadas las medidas imprescindibles para la salvaguarda de tales bienes jurídicos se procederá a tramitar el correspon�diente expediente de orden de ejecu�ción de acuerdo con lo previsto en la presente disposición.


10.  El incumplimiento de la orden de ejecución habilita a la Administración Pública para expropiar el inmueble bajo cualquiera de las modalidades previstas en la presente Ley.








� Articulo 42. Los efectos de la aproba�ción de los Planes o, en su caso, de la resolución que ponga fin al correspon�diente procedimiento. Publicación y vigencia.


1. La aprobación de los Planes o, en su caso, la resolución que ponga fin al pertinente procedimiento producirá, de conformidad con su contenido:


a)  La vinculación de los terrenos, las instalaciones, las construcciones y las edificaciones al destino que resulte de su clasificación y calificación y al régi�men urbanístico que consecuentemen�te les sea de aplicación.


b) La declaración en situación de fuera de ordenación, con las consecuencias previstas en la letra d) del número 2 del artículo 24 y las demás que se determinen reglamentariamente, de las instalaciones, construcciones y edifica�ciones erigidas con anterioridad que resulten disconformes con la nueva ordenación.


c)  La obligatoriedad del cumplimiento de sus disposiciones por todos los sujetos, públicos y privados, siendo nulas cualesquiera reservas de dispen�sación.


d) La ejecutividad de sus determinacio�nes a los efectos de la aplicación por la Administración Pública de cuales�quiera medios de ejecución forzosa.


e) La declaración de la utilidad pública y la necesidad de ocupación de los terrenos, las instalaciones, las cons�trucciones y las edificaciones corres�pondientes, cuando prevean obras públicas ordinarias cuya realización precise la expropiación forzosa o deli�miten unidades de actuación a ejecutar por el sistema de expropiación. En el caso de los Proyectos de Singular Interés, en dichos terrenos se enten�derán incluidos en todo caso los preci�sos para las conexiones exteriores con las redes, sistemas de infraestructuras y servicios generales. En este último caso, podrán ser beneficiarios de la expropiación tanto los organismos y entes públicos, incluso de carácter consorcial, así como las sociedades públicas que sean directamente pro�motores o reciban de la Administración promotora la encomienda de la ejecu�ción, como los particulares promotores y las entidades urbanísticas colabora�doras constituidas entre éstos y la Administración actuante.


(…)





� Disposición Transitoria Primera.- Régimen urbanístico del suelo.


1. El régimen urbanístico del suelo ya clasificado por los planes vigentes en el momento de la entrada en vigor de esta Ley, será el siguiente:


(…)


1.3. Suelo clasificado como urbano:


(…)


c) Al que esté situado en Municipios que dispongan bien de Normas Subsi�diarias que no prevean suelo apto para urbanizar� o bien de Proyectos de Deli�mitación de Suelo Urbano, le será de aplicación el siguiente régimen:


1º. Cuando los terrenos de suelo urbano no estén incluidos en unidades de actuación, el régimen previsto para el suelo urbano consolidado en el aparta�do 2.1 del número 2 del artículo 69, salvo que la racional ejecución del pla�neamiento requiera la delimitación de unidad o unidades de actuación.


2°. Cuando los terrenos de suelo urba�no estén incluidos en unidades de actuación, el régimen previsto para el suelo urbano de reserva en el aparta�do 2.2 del número 2 del artículo 69, si bien el deber de cesión de suelo dotacional será el establecido en el propio planeamiento.





� Artículo 129. La ejecución de actuaciones urbanizadoras en régimen de obras públicas ordinarias. 


1.  Para la ejecución de la ordenación detallada del suelo urbano en Munici�pios que no cuenten con Plan de Orde�nación Municipal y, con carácter gene�ral, cuando no esté prevista en el pla�neamiento de ordenación territorial y urbanística, ni sea precisa la delimita�ción de unidades de actuación urbani�zadora, la actividad de ejecución de aquél se llevará a cabo mediante obras públicas ordinarias, de acuerdo con la legislación que sea aplicable por razón de la Administración Pública actuante.


2.  El suelo preciso para las dotaciones se obtendrá en el supuesto previsto en el número anterior por:


a) Cesión obligatoria y gratuita, en vir�tud, en su caso, de reparcelación.


b)  Cesión en virtud de convenio urbanístico.


c) Expropiación.


3. El coste de las obras públicas que sean de urbanización conforme a esta Ley se sufragará por los propietarios mediante pago de las correspondien�tes cuotas de urbanización, cuya cuantía deberá ser fijada en la reparcelación o convenio urbanístico o, en su defecto, en el Proyecto de Urbanización.


Las fincas o parcelas correspondientes quedarán afectas, con carácter real, al pago de las cuotas a que se refiere el párrafo anterior.


Los Municipios podrán disponer el pago aplazado de las cuotas de urba�nización, con fraccionamiento de éstas en cuotas anuales, hasta un período máximo de diez años.


Alternativamente, el coste de la urbani�zación podrá financiarse mediante la imposición de contribuciones especia�les con arreglo a la legislación de las haciendas locales.





� Articulo 114. La delimitación de las unidades de actuación. 


1.  La delimitación de las unidades de actuación se contendrá en los planes territoriales y urbanísticos y en los Pro�gramas de Actuación Urbanizadora. Para favorecer la actividad urbanizado�ra, se procurará diversificar la exten�sión de sus superficies.


2.  Los Programas podrán volver a deli�mitar el ámbito de las unidades de actuación previstas en los Planes, ade�cuándolo a condiciones más idóneas para el desarrollo de la correspondien�te actuación, pudiendo ésta extender�se a cuantos terrenos sean necesarios para la conexión a las redes de servi�cio existentes en el momento de pro�gramar la actuación.


3. Las unidades de actuación podrán delimitarse en los proyectos de urbani�zación, en el caso de actuaciones a realizar en el régimen de obras públi�cas ordinarias.
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